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L
a Cámara 1ª de Apelaciones 
en lo Civil, Comercial, Fami-
lia y Contencioso-adminis-

trativo de Río Cuarto hizo lugar 
parcialmente al recurso de ape-
lación de los letrados y elevó a 12 
jus los honorarios correspon-
dientes a las tareas cumplidas en 
el proceso principal, que conclu-
yó por perención de instancia, 
mientras mantuvo en cuatro jus 
la regulación por el incidente de 
caducidad.  

El tribunal consideró que debía 
aplicarse a cada actuación profe-
sional la legislación vigente al 
momento en que fue realizada y 
que, respecto del trámite princi-
pal, correspondía reconocer 60% 
del mínimo legal debido a las eta-
pas efectivamente cumplidas. 

La resolución fue dictada por 
la alzada integrada por Natalia 
Gigena, Mariana Andrea Pavón y 
Jorge José Aita Tagle.  

Los apelantes habían cuestio-
nado la regulación practicada en 
primera instancia y pretendían 
que se les reconocieran veinte 
jus por el proceso principal y 

ocho jus por el incidente de pe-
rención, es decir, un total de 
veintiocho jus. Sostenían que el 
proceso ordinario había sido 
sustanciado completamente y 
que correspondía aplicar la ley 
11042. 

El fallo comenzó por señalar 
que no estaban controvertidas ni 
la procedencia de la perención de 
instancia ni la base económica 
utilizada para regular, por lo que 
la cuestión se circunscribía a de-
terminar si correspondía modifi-
car los honorarios.  

Para resolverlo, distinguió las 
normas aplicables según el mo-
mento en que habían sido des-
arrolladas las tareas profesionales. 

Con fundamento en el artículo 
125 de la ley 9459 y el artículo 2 de 
la ley 11042, sostuvo que la regu-
lación debe efectuarse conforme 
a la ley vigente al tiempo de pres-
tación de la tarea profesional.  

Así, las actuaciones correspon-
dientes al proceso principal -
comparecencia, contestación de 
demanda y ofrecimiento de prue-
ba, realizadas el 12 de diciembre 

de 2024- quedaron sometidas a la 
ley 9459. En cambio, el incidente 
de perención, promovido el 19 de 
diciembre de 2025, debía regirse 
por la ley 11042, vigente desde el 5 
de mayo de ese año. 

 
Etapas 
Respecto del proceso principal, 
se rechazó la pretensión de obte-
ner el mínimo íntegro de veinte 
jus. Se explicó que la causa había 
terminado por perención antes 
de agotarse todas las etapas del 
proceso ordinario, pues única-
mente se había trabado la litis 
mediante la demanda y su con-
testación, además de haberse 
ofrecido prueba.  

En consecuencia, conforme al 
artículo 45 de la ley 9459, corres-
pondía computar 60% de la esca-
la prevista por el artículo 36. 

La base económica actualizada 
ascendía a $3.043.328,57. Consi-
derando las tareas realizadas, la 
responsabilidad comprometida y 
el éxito obtenido, el tribunal to-
mó el punto medio de la escala, 
equivalente a 22,5%, y aplicó la 
reducción a 60%, obteniendo un 
porcentaje de 13,5%, cuyo cálcu-
lo daba $410.849,35.  

Sin embargo, al reducir tam-
bién a 60% el mínimo legal de 
veinte jus se obtenían 12 jus, 
equivalentes según el cálculo 
desarrollado en los fundamen-
tos a $501.311,04, suma superior 
al resultado porcentual, por lo 
que correspondía aplicar ese mí-
nimo legal reducido. 

Distinta fue la solución res-
pecto del incidente de peren-
ción. La Cámara entendió que la 
pretensión de elevar la regula-
ción a ocho jus carecía de sus-
tento normativo.  

El artículo 83 inciso 2 de la ley 
11042 establece para los inci-
dentes sin contenido económico 
propio que tramitan con vista o 
traslado una escala de entre dos 
por ciento y cuatro por ciento.  

Aplicado el punto medio de 
tres por ciento a la base econó-
mica, el resultado era 
$91.299,85, inferior al mínimo 
legal de cuatro jus correspon-
diente al acto procesal realizado.  

Por ello, mantuvo esa regula-
ción y modificó únicamente los 
honorarios del proceso princi-
pal, sin imponer costas por la 
apelación. 

La aplicación de la ley vigente al momento de cada tarea y el cumplimiento  
parcial de las etapas procesales determinaron el cálculo, mientras que los estipendios 
por el incidente de caducidad se mantuvieron en cuatro jus

Elevan a 12 jus la  
regulación por una causa 
concluida por perención La Corte Suprema de Justicia de 

la Nación (CSJN) hizo lugar a la 
queja de Swiss Medical SA, decla-
ró procedente su recurso extraor-
dinario, revocó la sentencia que 
había obligado a la empresa de 
medicina prepaga a mantener a 
dos afiliados provenientes de un 
plan corporativo en ese mismo 
plan o en otro de idénticas carac-
terísticas y precio, y ordenó dictar 
un nuevo pronunciamiento. 

En su decisión, la CSJN enten-
dió, por remisión al dictamen del 
procurador fiscal, que la normati-
va aplicable garantiza la conti-
nuidad de la afiliación y preserva 
determinados derechos adquiri-
dos, pero no obliga a mantener 
exactamente las mismas condi-
ciones del plan corporativo una 
vez extinguida la relación laboral 
que le daba sustento. La decisión 
fue suscripta por los jueces Hora-
cio Rosatti, Carlos Rosenkrantz y 
Ricardo Lorenzetti.  

El caso se originó en una ac-
ción de amparo promovida por 
L. M. S. y E. J. A. contra la prepa-
ga. La Sala B de la Cámara Fede-
ral de Apelaciones de Córdoba 
había confirmado la sentencia 
de primera instancia que ordenó 
a la demandada garantizarles la 
continuidad como afiliados en el 
plan TEL4, sin carencias, o in-
corporarlos a otro con idénticas 
características y precio. Los ac-
tores pretendían conservar las 
condiciones que tenían antes de 
la extinción del vínculo laboral 
de L. M. S., quien había accedido 
al sistema mediante un contrato 
corporativo.  

La mujer había trabajado en 
Telecom Argentina SA desde 
1999 hasta agosto de 2020 y se 
incorporó al plan TEL4 en 2006, 
cuando tenía 44 años. En 2015 
fue incorporado su cónyuge, E. J. 
A., quien padecía diabetes y re-
quería continuidad de trata-
miento. Tras finalizar la relación 
laboral, Telecom asumió tempo-
ralmente el pago de las cuotas. 
Cuando los interesados gestio-
naron luego su permanencia, 
Swiss Medical les ofreció otros 
planes con condiciones y pre-
cios diferentes.  

El punto central consistió en 
determinar el alcance del dere-
cho de continuidad previsto por 
el artículo 15 de la ley 26682 de 
Medicina Prepaga y su regla-
mentación. El dictamen al que 
remitió la Corte destacó que el 
afiliado proveniente de una con-
tratación grupal o corporativa 
puede continuar vinculado a la 
empresa de medicina prepaga 
luego de cesar la relación labo-
ral, conservando su antigüedad, 
pero mediante su incorporación 
a alguno de los planes ofrecidos 
al público en general.  

 
Modalidad 
En particular, la resolución SSS 
163/2018 establece que esa mo-

dificación “no existe propiamen-
te una nueva admisión sino un 
cambio en la modalidad de afilia-
ción”, que incluso puede traer 
aparejado un cambio de plan. 
Por ello, ni el artículo 15 de la ley 
26682 ni la resolución SSS 
163/2018 obligan a conservar 
exactamente las mismas e idénti-
cas condiciones de afiliación co-
rrespondientes al plan corporati-
vo. La empresa puede ofrecer al-
guno de los planes que comercia-
liza para el público general.  

Esa facultad, sin embargo, en-
cuentra límites destinados a pro-
teger al beneficiario. Debe reco-
nocerse la antigüedad acumula-
da y no pueden cobrarse valores 
diferenciales por enfermedades 
preexistentes. Asimismo, según 
las circunstancias, quedan veda-
dos nuevos períodos de carencia 
para determinadas prestaciones 
y existen restricciones para apli-
car incrementos vinculados con 
la edad. También debe respetarse 
la equivalencia en la calidad de 
los servicios y garantizarse la con-
tinuidad con el prestador que es-
tuviera atendiendo una patología 
existente al momento del cambio 
hasta el alta médica, sin costo 
adicional.  

Otro aspecto determinante fue 
el precio. La reglamentación vi-
gente al producirse los hechos 
disponía que la cuota debía equi-
valer a la correspondiente a un 
nuevo ingresante, pero tomando 
la franja etaria que tenía el afilia-
do corporativo cuando se produ-
jo su afiliación originaria y no su 
edad al momento de solicitar la 
continuidad. De esta manera, el 
régimen procura compatibilizar 
el cambio desde una contrata-
ción corporativa hacia una afilia-
ción directa con la preservación 
de determinados derechos con-
solidados.  

En síntesis, la CSJN adoptó el 
criterio según el cual el derecho a 
continuar afiliado no equivale al 
derecho a conservar inalterado el 
plan corporativo, sus condicio-
nes y su precio.  

Lo jurídicamente exigible es 
que el nuevo plan ofrecido respe-
te los resguardos establecidos por 
la legislación federal: antigüedad, 
protección frente a preexisten-
cias y carencias, límites por edad, 
equivalencia de prestaciones y 
cálculo de la cuota conforme a la 
edad correspondiente a la afilia-
ción originaria.  

En consecuencia, deberá exa-
minarse si los planes concreta-
mente ofrecidos por Swiss Medi-
cal satisfacen esas exigencias. Por 
ello, la Corte revocó la sentencia y 
devolvió las actuaciones para que 
se dicte una nueva decisión con-
forme a esas pautas, con costas 
por su orden.

Revocan sentencia que obligaba a 
mantener condiciones de un plan 
corporativo de medicina prepaga
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